
MATERIAS: 
 

- RECURSO DE PROTECCIÓN NO CONSTITUYE VÍA LEGAL PARA 

IMPUGNAR, REVERTIR O ANULAR LO OBRADO POR DIRECCIÓN DEL 

TRABAJO A TRAVÉS DE SUS ÓRGANOS FISCALIZADORES.- 

- CALIFICACIÓN JURÍDICA DE HECHOS EFECTUADA POR DIRECCIÓN DEL 

TRABAJO NO PUEDE POR SÍ MISMA CONSTITUIR ILEGALIDAD, PUES 

FORMA PARTE DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA.- 

- RECLAMACIÓN JUDICIAL Y RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA 

CONSTITUYEN VÍA ADECUADA PARA RESOLVER FONDO DE 

CONTROVERSIA VENTILADA EN AUTOS.-  

- INSPECCIÓN DEL TRABAJO RECURRIDA DESBORDÓ MÁRGENES DE 

FACULTADES QUE LE HAN SIDO CONFERIDAS, INCURRIENDO EN 

ACTUACIÓN ILEGAL, EN TANTO ACTUANDO COMO TRIBUNAL 

DETERMINÓ EXISTENCIA DE RELACIÓN LABORAL DISCUTIDA, 

SOBREPASANDO LÍMITE DE LABORES QUE LEY LE ASIGNA (VOTO EN 

CONTRA).- 

- GARANTÍA CONSTITUCIONAL DE NO SER JUZGADO POR COMISIONES 

ESPECIALES HA SIDO VULNERADA, PUES INSPECCIÓN RECURRIDA 

ASUMIÓ FUNCIÓN DE JUZGAR AL DECIDIR ASUNTO LITIGIOSO, MATERIA 

QUE CORRESPONDE CONSTITUCIONAL Y LEGALMENTE A TRIBUNALES 

DE JUSTICIA EN PROCESO JURISDICCIONAL (VOTO EN CONTRA).- 

 

RECURSOS: 
 

RECURSO DE PROTECCIÓN (RECHAZADO) CONTRA INSPECCIÓN 

PROVINCIAL DEL TRABAJO CORDILLERA, POR APLICAR MULTA 

ADMINISTRATIVA A RECURRENTE.- 

 

TEXTOS LEGALES: 
 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA, ARTÍCULO 20.- 

CÓDIGO DEL TRABAJO, ARTÍCULOS 503, 505, 511 Y 512.- 

DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 2 DE 1967 DEL MINISTERIO DEL 

TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, LEY ORGÁNICA DE LA DIRECCIÓN DEL 

TRABAJO, ARTÍCULO 1 LETRA A).- 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA, ARTÍCULO 19 N° 3 INCISO 5° (VOTO EN 

CONTRA).- 

CÓDIGO DEL TRABAJO, ARTÍCULOS 2, 474 Y SIGUIENTES (VOTO EN 

CONTRA).-  

 

JURISPRUDENCIA: 

 

      "Que el artículo 505 del Código del Trabajo, establece que la fiscalización del 

cumplimiento de la legislación laboral, corresponde a la Dirección del Trabajo y; a su 

vez el artículo 1° letra a) del DFL N° 2 de 1967 del Ministerio del Trabajo y Previsión 

Social, dispone que a la Dirección del Trabajo le corresponderá particularmente: "a) la 

fiscalización de la aplicación de la legislación laboral". 

 

      De este modo, la calificación jurídica que de los hechos realiza la Dirección del 



Trabajo, en cuanto autoridad administrativa y que corresponde a los previstos por el 

legislador, no puede por sí misma constituir una ilegalidad, pues forma parte de la 

actividad administrativa. 

 

      Lo anterior, sin perjuicio de que si se incurre en un error en la calificación de los 

hechos, ella pueda ser controlada por el juez conociendo de una reclamación judicial, 

conforme lo autoriza el artículo 503 del Código del Trabajo o a través de la 

reconsideración administrativa que prevén los artículo 511 y 512 del mismo estatuto, 

que resulta ser la vía adecuada para resolver el fondo de la controversia ventilada en 

esta sede." (Corte de Apelaciones de Santiago, considerando 5º; confirmado por la Corte 

Suprema). 

 

      "Que de esta forma y encontrándose, por ahora, resguardados legalmente los 

derechos del recurrente mediante los actos de impugnación previstos al efecto en la 

legislación, de manera que las multas no están exigibles, aparece que el presente recurso 

de protección no es la vía legal para la impugnación y para revertir o anular lo obrado 

por la Dirección del Trabajo a través de sus órganos fiscalizadores. Adicionalmente ha 

de decirse que no corresponde, por el sólo hecho de que la autoridad administrativa 

haya interpretado jurídicamente hechos sujetos a su fiscalización, que se acoja un 

recurso de protección en su contra." (Corte de Apelaciones de Santiago, considerando 

6º; confirmado por la Corte Suprema). 

 

      "Que de esta manera, cabe concluir que el recurso de protección incoado en estos 

autos, no puede prosperar y debe ser desestimado." (Corte de Apelaciones de Santiago, 

considerando 7º; confirmado por la Corte Suprema). 

 

      "Que el artículo 2° del Código del Trabajo, junto con reconocer la función social 

que cumple el trabajo, otorga al Estado la misión de amparar al trabajador en su derecho 

a elegir libremente su empleo y, además, la de velar por el cumplimiento de las normas 

que regulan la prestación de los servicios, labor esta última que corresponde cautelar en 

representación del Estado a la Dirección del Trabajo y en cuya virtud, especialmente en 

lo que al presente recurso interesa, ésta debe fiscalizar la aplicación de la ley laboral." 

(Corte Suprema, voto en contra de la Ministra Sra. Egnem y del Abogado Integrante Sr. 

Prado, considerando 1º). 

 

      "Que, sin embargo, tales facultades deben ejercerse sólo cuando dicho Servicio se 

encuentre frente a situaciones de infracción a las normas laborales, o sea, cuando en su 

actividad de fiscalización se sorprendan ilegalidades claras, precisas, determinadas y 

objetivamente constatables." (Corte Suprema, voto en contra de la Ministra Sra. Egnem 

y del Abogado Integrante Sr. Prado, considerando 2º). 

 

      "Que en este caso, al contrario de lo expresado precedentemente, la Inspección 

Provincial del Trabajo de Cordillera, luego de efectuar una fiscalización, aplicó seis 

multas a la Corporación de Educación, Salud y Atención de Menores de Puente Alto por 

los siguientes hechos: no declarar oportunamente cotizaciones previsionales; no declarar 

oportunamente cotizaciones previsionales del seguro de cesantía; no declarar 

oportunamente cotizaciones previsionales de salud; no escriturar los contratos de trabajo 

de trece trabajadores; no implementar registro de asistencia a su respecto; y no haberles 

entregado los comprobantes de pago de sus remuneraciones. Lo anterior, pese a que la 

parte recurrente argumentó que todos los trabajadores que se individualizan en la 



resolución que le impuso las multas tienen contratos de prestación de servicios con la 

Corporación Municipal de Puente Alto, acompañando en su oportunidad los 

correspondientes contratos a honorarios y las boletas de honorarios respectivas." (Corte 

Suprema, voto en contra de la Ministra Sra. Egnem y del Abogado Integrante Sr. Prado, 

considerando 3º). 

 

      "Que como puede advertirse de lo expuesto y de los datos del proceso, la Inspección 

recurrida desbordó los márgenes de las facultades que le han sido conferidas por el 

artículo 474 y siguientes del Código de esta especialidad, incurriendo en una actuación 

ilegal en tanto actuando como tribunal determinó la existencia de la relación laboral 

discutida con lo que sobrepasó el límite de las labores que la ley le asigna, lo que 

vulnera la garantía constitucional contemplada en el artículo 19 N° 3 inciso 5° de la 

Constitución Política de la República, ya que nadie puede ser juzgado por comisiones 

especiales sino por el tribunal que señale la ley y que se halle establecido con 

anterioridad por ésta, lo que correspondía para dilucidar el conflicto, y no como se ha 

hecho, en que la Inspección recurrida asumió en la práctica la función de juzgar al 

decidir el asunto litigioso, materia ésta que, sin lugar a dudas, corresponde 

constitucional y legalmente a los tribunales de justicia en el curso de un proceso 

jurisdiccional." (Corte Suprema, voto en contra de la Ministra Sra. Egnem y del 

Abogado Integrante Sr. Prado, considerando 4º). 

 

MINISTROS: 

 

Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. 

Pedro Pierry A., Sra. Rosa Egnem S., Sra. María Eugenia Sandoval G., y Sr. Manuel 

Valderrama R., y el Abogado Integrante Sr. Arturo Prado P. 

 

TEXTOS COMPLETOS: 

 

      SENTENCIA DE LA CORTE DE APELACIONES: 

 

      En Santiago, a veintitrés de marzo de dos mil dieciséis. 

 

      VISTOS Y TENIENDO PRESENTE: 

 

      Primero: Que a fojas 1 comparece don Guillermo Caro Molina, en representación de 

la Corporación de Educación, Salud y Atención de Menores de Puente Alto, quien 

deduce acción de protección de garantías fundamentales en contra de Inspección 

Provincial del Trabajo Cordillera y solicita: que se acoja el recurso de protección 

deducido; y que se deje sin efecto la resolución de multa referida. 

 

      Indica que con fecha 11 de enero de 2016 la fiscalizadora doña Daniela Araya 

notificó a la Corporación de Educación, Salud y Atención de Menores de Puente Alto la 

resolución N° 1738/15/72, resolución mediante la cual se condenaba a la recurrente a 6 

multas administrativas por no declarar oportunamente cotizaciones previsionales, de 

salud y de cesantía; no entregar comprobantes de pago de remuneraciones; no escriturar 

contratos de trabajo y no llevar registro de asistencia ni determinación de horas de 

trabajo. 

 

      Refiere que al dictar dicha Resolución de Multa Administrativa la Fiscalizadora 



tomó como base el Acta de Constatación de Hechos de fecha 11 de diciembre de 2015, 

haciendo presente que si bien su parte contrarió los hechos expuestos en la misma, 

agregando que los trabajadores tienen contratos de prestación de servicios con la 

Corporación Municipal, igualmente se dejó constancia en dicha acta de las infracciones 

previamente referidas. 

 

      Agrega que sin perjuicio de las alegaciones y documentos hechos valer por la 

recurrente la recurrida condenó a la Corporación de Educación, Salud y Atención de 

Menores de Puente Alto a pagar las multas señaladas, todas las cuales se fundan en la 

existencia de un presunto vínculo laboral. 

 

      Añade que la fiscalizadora, con la actuación descrita, excedió sus atribuciones 

legales, por cuanto invadió el ámbito de conocimiento de los tribunales de justicia, que 

es a quienes corresponde el conocimiento de este tipo de materias, esto es, determinar la 

naturaleza del vínculo entre personas. 

 

      Señala que en la especie se dan los presupuestos fácticos de procedencia de la 

acción de protección, de conformidad al artículo 20 de la Constitución Política de la 

República, motivo por el cual el recurso puede ser interpuesto, sin perjuicio de otros 

derechos que se pueden hacer valer en sede administrativa o ante los tribunales de 

justicia. 

 

      Menciona que el actuar de la recurrida no sólo es ilegal y arbitrario sino además 

vulnerador de garantías constitucionales, a saber, los derechos consagrados en el 

artículo 19 N° 3 inciso 5° y N° 24 de la Carta Fundamental. 

 

      En cuanto a la garantía del artículo 19 N° 3 inciso 5° manifiesta que éste prescribe 

que nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales sino que por el tribunal que 

señale la ley y se encuentre establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del 

hecho, expresando que de conformidad al artículo 420 letra a) del Código del Trabajo 

corresponde a los Tribunales del Trabajo conocer de las cuestiones suscitadas entre 

empleadores y trabajadores por aplicación de las normas laborales o derivadas de la 

interpretación y aplicación de los contratos individuales de trabajo. 

 

      Indica que sin perjuicio de ello la Inspección del Trabajo a través de su fiscalizadora 

resolvió respecto de la naturaleza jurídica del vínculo que une a la recurrente y los 

denunciantes, obrando fuera de las facultades establecidas en el artículo 505 del Código 

Laboral, tratándose de un asunto que excede la mera fiscalización, citando 

jurisprudencia al efecto. 

 

      Refiere que no corresponde a la recurrida, a través de sus fiscalizadores, resolver 

controversias jurídicas, como la naturaleza del vínculo contractual entre las partes, 

siendo ello un asunto que debe ser conocido por los tribunales de justicia y que en la 

especie la Inspección del Trabajo se atribuyó prerrogativas de los tribunales de justicia, 

resolviendo una cuestión controvertida que escapa su ámbito de competencia, dictando 

multas en base a ello y en consecuencia vulnerando la garantía del artículo 19 N° 3 

inciso 5°. 

 

      Respecto del derecho de propiedad agrega que tras la fiscalización referida, y tras 

haberse determinado la naturaleza jurídica de la relación entre la recurrente y los 



denunciantes, la Inspección del Trabajo impuso a la recurrente una multa, afectando su 

derecho de propiedad lo que implica una privación de una suma de dinero sin que exista 

fundamento legal. 

 

      Añade, que si bien niega categóricamente que la relación jurídica con los 

denunciantes sea de índole laboral, es necesario considerar los fundamentos en que se 

basan las multas, a saber: No pago oportuno de cotizaciones de seguridad social; no 

escriturar contrato de trabajo, no entregar comprobante de pago de remuneraciones y no 

llevar libro de asistencia, señalando que un estudio acabado de tales hechos lleva a la 

conclusión necesaria que todos ellos se reconducen a un único hecho, esto es, la no 

escrituración del contrato. 

 

      Menciona que, en este escenario, la resolución que impone las 6 multas 

administrativas vulnera el principio non bis in ídem, en virtud del cual no puede 

sancionarse dos veces por un mismo hecho, vale decir, de imponerse la multa por no 

escriturar el contrato deberían dejarse sin efecto las restantes por emanar del primero. 

 

      Refiere que en consecuencia no cabe sino concluirse que la aplicación de las multas 

es ilegal y arbitraria y además vulneradora de garantías constitucionales. 

 

      En definitiva solicita que se acoja el recurso de protección deducido; y que se deje 

sin efecto la resolución de multa referida. 

 

      Acompaña los documentos guardados en la custodia N° 48-2016. 

 

      Segundo: Que a fojas 13 Don Boris Pérez Fodich, Inspector Provincial del Trabajo 

Cordillera, informa al tenor del recurso de protección deducido, solicitando el rechazo 

del mismo, con costas y que se confirme: que el procedimiento administrativo se apegó 

estrictamente a derecho; que la fiscalizadora se encuentra investida como Ministro de 

Fe; que la multa se encuentra amparada con presunción de legalidad, imperio y 

exigibilidad; que la función fiscalizadora de la Inspección del Trabajo no implica 

juzgamiento y menos por una comisión especial; que en definitiva, la fiscalizadora no 

invadió el terreno jurisdiccional ni se abocó a la interpretación contractual, limitándose 

a corroborar presupuestos legales y a cursar las sanciones que en derecho corresponden 

por inobservancia a las normas legales. 

 

      En primer término, indica que es importante hacer presente que el recurrente no 

precisa en modo alguno cual es el objeto concreto del recurso, citando únicamente de 

forma genérica el artículo 20 de la Constitución y la necesidad del restablecimiento del 

derecho y protección del afectado. 

 

      Refiere además que debe considerarse que paralelamente al presente recurso de 

protección la recurrente presentó en sede administrativa solicitud de reconsideración de 

multa, fundándose en los mismos antecedentes, agregando que si bien el artículo 20 de 

la Carta Fundamental concede el recurso de protección sin perjuicio de otros derechos, 

en la especie queda de manifiesto que el recurrente busca transformar la acción 

constitucional en un medio de impugnación de un acto administrativo en circunstancias 

que la ley ha establecido múltiples canales formales de impugnación. 

 

      Añade que por lo demás la multa no se encuentra ejecutoriada, motivo por el cual no 



se han activado los mecanismos de cobro por parte de la Tesorería, sin que actualmente 

exista obligación de consignación para el caso de decidir impugnar la multa, motivo por 

el cual no existe perjuicio; 

 

      Señala que de conformidad a la normativa vigente corresponde a la Dirección del 

Trabajo la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral, siendo además la 

institución llamada, a través de sus fiscalizadores, a aplicar las sanciones 

correspondientes por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social, 

haciendo presente además que los actos administrativos terminales, como la resolución 

de multa de autos, están revestidos de presunción de legalidad, imperio y exigibilidad y 

que los hechos en que se fundan las multas han sido constatados por una fiscalizadora 

de la Dirección del Trabajo. 

 

      Manifiesta que la Resolución de Multa impugnada fue cursada por la fiscalizadora 

Daniela Araya, y que dicho acto administrativo sanciona a la Corporación Municipal de 

Educación, Salud y Atención de Menores de Puente Alto, tras haber sido sorprendida 

incurriendo en 6 infracciones laborales, Señalando que los hechos descritos constituyen 

infracciones a la normativa laboral vigente, motivo por el cual se procedió a aplicar las 

sanciones pecuniarias correspondientes. 

 

      Respecto de la presunta infracción al artículo 19 N° 3 inciso 5° manifiesta que en la 

especie no ha existido un juzgamiento, sino que sólo ha habido una fiscalización, y que 

no ha existido una comisión especial, por cuanto ni la Dirección del Trabajo ni los 

fiscalizadores constituyen comisiones especiales, sino que se trata de un servicio 

público expresamente establecido en la ley, estando dentro de sus facultades fiscalizar el 

cumplimiento de la legislación laboral, que es lo ocurrido en la especie. 

 

      En cuanto a la presunta infracción al artículo 19 N° 24, menciona que es atribución 

de la Dirección del Trabajo y sus fiscalizadores es fiscalizar el cumplimiento de la 

legislación laboral, y en su caso sancionar, las infracciones, motivo por el cual la 

recurrida no ha irrumpido en el terreno de la judicatura, sino que simplemente ha 

actuado dentro de sus facultades y cumpliendo sus obligaciones, y cursando las multas 

correspondientes. 

 

      En cuanto a haberse sancionado dos o más veces una misma conducta, expresa que 

los empleadores están sujetos a una serie de obligaciones de hacer a fin de salvaguardar 

los derechos de los trabajadores y que en la especie la recurrente estando obligada a 

efectuar una serie de actuaciones, no lo hizo, incurriendo en omisiones que deben ser 

sancionadas, haciendo presente que los hechos en que se fundan las multas no se 

desprenden de un solo hecho, sino que se trata de múltiples omisiones que aumentan 

exponencialmente la desprotección de los trabajadores. 

 

      En definitiva solicita el rechazo recurso, con costas y que se confirme: que el 

procedimiento administrativo se apegó estrictamente a derecho; que la fiscalizadora se 

encuentra investida como Ministro de Fe; que la multa se encuentra amparada con 

presunción de legalidad, imperio y exigibilidad; que la función fiscalizadora de la 

Inspección del Trabajo no implica juzgamiento y menos por una comisión especial; que 

en definitiva la fiscalizadora no invadió el terreno jurisdiccional ni se abocó a la 

interpretación contractual, limitándose a corroborar presupuestos legales y a cursar las 

sanciones que en derecho corresponden por inobservancia a las normas legales. 



 

      Acompaña como fundamento de sus alegaciones los documentos guardados en la 

Custodia N° 66-2016. 

 

      Tercero: Que para analizar el asunto planteado por la presente vía, resulta 

conveniente consignar que el Recurso de Protección de Garantías Constitucionales, 

establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, constituye 

jurídicamente una acción destinada a amparar el libre ejercicio de las garantías y 

derechos preexistentes que en esa misma disposición se enumeran, mediante la 

adopción de medidas de resguardo que se deben tomar ante un acto u omisión arbitrario 

o ilegal que prive, o amenace ese atributo. 

 

      Cuarto: Que en la especie, la Inspección Provincial del Trabajo Cordillera, por 

medio de su fiscalizadora, doña Daniela Araya Soto, a través de la Resolución de Multa 

N° 1738/15/72 de 31 de diciembre de 2015, procedió a sancionar a la Corporación 

Municipal de Educación, Salud y Atención de Menores de Puente Alto, por constatar 

hechos constitutivos de infracciones vinculadas a informalidad laboral en relación a una 

serie de dependientes, que fueron detalladas en el fundamento primero de este fallo. Las 

aludidas multas se cursaron en el marco de una fiscalización practicada a la recurrente. 

 

      Quinto: Que el artículo 505 del Código del Trabajo, establece que la fiscalización 

del cumplimiento de la legislación laboral, corresponde a la Dirección del Trabajo y; a 

su vez el artículo 1° letra a) del DFL N° 2 de 1967 del Ministerio del Trabajo y 

Previsión Social, dispone que a la Dirección del Trabajo le corresponderá 

particularmente: "a) la fiscalización de la aplicación de la legislación laboral". 

 

      De este modo, la calificación jurídica que de los hechos realiza la Dirección del 

Trabajo, en cuanto autoridad administrativa y que corresponde a los previstos por el 

legislador, no puede por sí misma constituir una ilegalidad, pues forma parte de la 

actividad administrativa. 

 

      Lo anterior, sin perjuicio de que si se incurre en un error en la calificación de los 

hechos, ella pueda ser controlada por el juez conociendo de una reclamación judicial, 

conforme lo autoriza el artículo 503 del Código del Trabajo o a través de la 

reconsideración administrativa que prevén los artículo 511 y 512 del mismo estatuto, 

que resulta ser la vía adecuada para resolver el fondo de la controversia ventilada en 

esta sede. 

 

      Sexto: Que de esta forma y encontrándose, por ahora, resguardados legalmente los 

derechos del recurrente mediante los actos de impugnación previstos al efecto en la 

legislación, de manera que las multas no están exigibles, aparece que el presente recurso 

de protección no es la vía legal para la impugnación y para revertir o anular lo obrado 

por la Dirección del Trabajo a través de sus órganos fiscalizadores. Adicionalmente ha 

de decirse que no corresponde, por el sólo hecho de que la autoridad administrativa 

haya interpretado jurídicamente hechos sujetos a su fiscalización, que se acoja un 

recurso de protección en su contra. 

 

      Séptimo: Que de esta manera, cabe concluir que el recurso de protección incoado en 

estos autos, no puede prosperar y debe ser desestimado. 

 



      Y VISTO, además, lo dispuesto en el artículo 20 de la Constitución Política de la 

República y auto acordado de la Excma. Corte Suprema sobre el recurso de protección, 

se declara, que se RECHAZA el deducido en lo principal del escrito de fojas 1 por don 

Guillermo Caro Molina, en representación de la Corporación de Educación, Salud y 

Atención de Menores de Puente Alto, en contra de la Inspección Provincial del Trabajo 

Cordillera. 

 

      Acordada con el voto en contra del ministro don José Ismael Contreras Pérez, quien 

fue del parecer de acoger el presente recurso de protección, en virtud de los siguientes 

fundamentos: 

 

      a) El recurso de protección conforme el auto acordado de la Excma. Corte Suprema, 

es siempre procedente en cuanto reúna los requisitos mínimos que se han establecido, y 

que, en el caso en estudio fueron sorteados favorablemente con la admisibilidad 

decretada oportunamente por este tribunal como consta en estos autos. Esto, aun cuando 

existan otros medios de impugnación para el afectado, como el mismo auto acordado 

autoriza. 

 

      b) La recurrida al informar reconoció que impuso las multas por constatar 

infracciones labores de parte de la recurrente entre las que aparecen "no escriturar el 

vínculo laboral", relación jurídica que la fiscalizadora la habría constatado "al reunirse 

en el caso los elementos que la configuran y de acuerdo a los principios de 

irrenunciabilidad y de primacía de la realidad", esto no obstante la negativa inmediata y 

permanente del empleador para reconocer ese vínculo como laboral, Es decir, la 

recurrida reconoce que interpretó las características de la relación jurídica existente 

entre las partes y donde una de ellas la estimaba netamente civil, ante lo cual decidió la 

presunta controversia sobre la naturaleza del contrato que vinculaba a los fiscalizados, 

determinando que era laboral y luego aplicar las s correspondientes porque el 

contratante que se beneficiaba con los servicios del otro, habría incumplido sus 

obligaciones derivados del contrato de trabajo, que consideró existía entre los 

contratantes. 

 

      c) De esta forma, en concepto del disidente, la Fiscalizadora de la Inspección del 

Trabajo obró previamente - en este caso - como juez resolviendo una relación jurídica 

dudosa y luego, conforme a sus facultades reales aplicó la multa al considerar que se 

habían producido infracciones a la legislación laboral de parte de quien estimo como 

empleador en el contrato laboral constatado. Y así dicho fiscalizador, no obstante 

carecer de atribuciones jurisdiccionales se instituyó en una suerte de "comisión 

especial", infringiendo el N° 3 del artículo 19 de la Constitución Política de la 

República, como ha denunciado en su recurso al reclamante de autos, actuación, ésta, 

que linda en arbitrariedad e ilegalidad, al manifestarse sin atribución legal y por mera 

decisión de esa autoridad administrativa que obró en esos actos, excediendo sus 

atribuciones. 

 

      d) Derivado de lo anterior, evidentemente, como ha alegado el recurrente, se ha 

infringido también por la recurrida, al numeral 24 del artículo 19 de la Constitución 

Política, al haberse impuesto sanciones pecuniarias sin la existencia de un previo y justo 

proceso que determine la naturaleza de la relación jurídica existente entre los 

contratantes, y sin que obste al efecto que, a la fecha de la interposición de este recurso 

aún no eran exigibles dichas multas (por los recursos pendientes), toda vez que 



constituye una potencial y real amenaza, al derecho de propiedad del recurrente, al 

afectar, en su oportunidad, su patrimonio. 

 

      Regístrese y archívese en su oportunidad. 

 

      Rol N° 418-2016.- 

 

      Redacción del ministro don José Ismael Contreras Pérez. 

 

      Pronunciada por la Sexta Sala de esta Corte de Apelaciones de San Miguel, 

integrada por los Ministros señor José Ismael Contreras Pérez, señora Ana Cienfuegos 

Barros y señora Claudia Lazen Manzur. 

 

      SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA: 

 

      Santiago, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. 

 

      Vistos: 

 

      Se confirma la sentencia apelada de veintitrés de marzo último. 

 

      Acordada con el voto en contra de la Ministra Sra. Egnem y del Abogado Integrante 

Sr. Prado, quienes estuvieron por revocar el fallo en alzada y, consecuencialmente, por 

acoger la acción constitucional intentada en estos autos, teniendo presente para ello los 

siguientes argumentos: 

 

      1.- Que el artículo 2° del Código del Trabajo, junto con reconocer la función social 

que cumple el trabajo, otorga al Estado la misión de amparar al trabajador en su derecho 

a elegir libremente su empleo y, además, la de velar por el cumplimiento de las normas 

que regulan la prestación de los servicios, labor esta última que corresponde cautelar en 

representación del Estado a la Dirección del Trabajo y en cuya virtud, especialmente en 

lo que al presente recurso interesa, ésta debe fiscalizar la aplicación de la ley laboral. 

 

      2.- Que, sin embargo, tales facultades deben ejercerse sólo cuando dicho Servicio se 

encuentre frente a situaciones de infracción a las normas laborales, o sea, cuando en su 

actividad de fiscalización se sorprendan ilegalidades claras, precisas, determinadas y 

objetivamente constatables. 

 

      3.- Que en este caso, al contrario de lo expresado precedentemente, la Inspección 

Provincial del Trabajo de Cordillera, luego de efectuar una fiscalización, aplicó seis 

multas a la Corporación de Educación, Salud y Atención de Menores de Puente Alto por 

los siguientes hechos: no declarar oportunamente cotizaciones previsionales; no declarar 

oportunamente cotizaciones previsionales del seguro de cesantía; no declarar 

oportunamente cotizaciones previsionales de salud; no escriturar los contratos de trabajo 

de trece trabajadores; no implementar registro de asistencia a su respecto; y no haberles 

entregado los comprobantes de pago de sus remuneraciones. Lo anterior, pese a que la 

parte recurrente argumentó que todos los trabajadores que se individualizan en la 

resolución que le impuso las multas tienen contratos de prestación de servicios con la 

Corporación Municipal de Puente Alto, acompañando en su oportunidad los 

correspondientes contratos a honorarios y las boletas de honorarios respectivas. 



 

      4.- Que como puede advertirse de lo expuesto y de los datos del proceso, la 

Inspección recurrida desbordó los márgenes de las facultades que le han sido conferidas 

por el artículo 474 y siguientes del Código de esta especialidad, incurriendo en una 

actuación ilegal en tanto actuando como tribunal determinó la existencia de la relación 

laboral discutida con lo que sobrepasó el límite de las labores que la ley le asigna, lo 

que vulnera la garantía constitucional contemplada en el artículo 19 N° 3 inciso 5° de la 

Constitución Política de la República, ya que nadie puede ser juzgado por comisiones 

especiales sino por el tribunal que señale la ley y que se halle establecido con 

anterioridad por ésta, lo que correspondía para dilucidar el conflicto, y no como se ha 

hecho, en que la Inspección recurrida asumió en la práctica la función de juzgar al 

decidir el asunto litigioso, materia ésta que, sin lugar a dudas, corresponde 

constitucional y legalmente a los tribunales de justicia en el curso de un proceso 

jurisdiccional. 

 

      Regístrese y devuélvase. 

 

      Redacción del Abogado Integrante Sr. Prado. 

 

      Rol N° 20.012-2016.- 

 

      Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros 

Sr. Pedro Pierry A., Sra. Rosa Egnem S., Sra. María Eugenia Sandoval G., y Sr. Manuel 

Valderrama R., y el Abogado Integrante Sr. Arturo Prado P. 


